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Bogotá D.C., Noviembre 16 de 2021 

 

Doctor 

RODRIGO ARTURO ROJAS LARA 

Presidente 

Comisión Sexta Constitucional Permanente 

Cámara de Representantes 

 

 

Referencia: Informe de ponencia positiva para segundo debate al 

proyecto de ley No. 148 de 2021 Cámara “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

REGULAN LOS DERECHOS DE GRADO DE LAS INSTITUCIONES DE 

EDUCACIÓN SUPERIOR Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

 

Respetado doctor, 

 

 

Por la presente, y en cumplimiento del encargo asignado por la Mesa Directiva de 

la célula legislativa de la Comisión Sexta Constitucional Permanente de la Cámara 

de Representantes, de acuerdo a lo normado por el artículo 156 de la ley 5 de 1992, 

comedidamente me permito rendir informe de ponencia positiva para segundo 

debate al proyecto de ley precitado en los términos que a continuación se disponen. 

 

 

De usted, cordialmente, 

 

  

  

 

 

  

AQUILEO MEDINA ARTEAGA     

Representante a la Cámara 

Ponente  
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DERECHOS DE GRADO DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
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En atención al articulado puesto en consideración de los honorables 

Representantes me permito exponer los siguientes argumentos:  

  

I. ANTECEDENTES 

 

Este proyecto es de iniciativa congresional, busca recoger el espíritu de diferentes 

Proyectos de Ley que han sido presentados desde el año 2012 por diferentes 

congresistas.  

 

• Proyecto de ley N° 169 de 2012 Cámara. “Por medio de la cual se reglamenta el 

cobro de los derechos de grado por parte de las instituciones educativas”. [Derechos 

de grado] Autor. Laureano Augusto Acuña Díaz.  
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• Proyecto de ley N° 288 de 2013 Cámara. “Por medio de la cual se regula el cobro 

de derechos de grado, derechos complementarios y se dictan otras disposiciones”. 

[Derechos de grado] Autor. Laureano Augusto Acuña Díaz.  

 

• Proyecto de ley N° 106 de 2013 Cámara. “Por medio de la cual se regula el cobro 

de derechos de grado, derechos complementarios y se dictan otras disposiciones”. 

[Derechos de grado] Autor. Laureano Augusto Acuña Díaz.  

 

• Proyecto de ley N° 226 de 2015 Cámara. “Por medio de la cual se regula el cobro 

de derechos de grado, derechos complementarios y se dictan otras disposiciones”. 

[Derechos de grado] Autor. Alfredo Ape Cuello Baute. Fue archivado en razón del 

artículo 190 de la Ley 5 de 1992.  

 

• Proyecto de ley N° 024 de 2017 Senado. “Por medio de la cual se regula el cobro 

de derechos de grado, derechos complementarios y se dictan otras disposiciones”. 

[Derechos de grado] Autor. Nadia Georgette Blel Scaff. Al igual que los demás 

proyectos fue archivado por lo consagrado en el artículo 190 de la ley 5 de 1992 

debido a que no surtió su segundo debate en las fechas estipuladas. 

 

• Proyecto de ley N° 108 de 2018 Cámara. “Por medio de la cual se regula el cobro 

de derechos de grado, derechos complementarios y se dictan otras disposiciones”. 

[Derechos de grado] Autor. Alfredo Ape Cuello Baute, Buenaventura León León, 

Ciro Antonio Rodríguez Pinzón, Jaime Felipe Lozada Polanco y Silvio José 

Carrasquilla. Fue archivado por la misma razón que los previos.  

 

• Proyecto de Ley No. 248 de 2019 Cámara: “Por medio de la cual se modifica el 

artículo 122 de la ley 30 de 1992”. [Derechos de grado] Autor: Martha Villalba 

Hodwalker, Emeterio Montes de Castro, Milene Jarava Díaz y Ciro Rodríguez 

Pinzón. Fue archivado por la misma razón que los previos. 

 

• Actualmente, cursa en el Congreso el Proyecto de ley No. 217 de 2020 Cámara: 

“Por medio de la cual se dictan medidas para reducir el costo efectivo del derecho 

de grado y se dictan otras disposiciones” [Derechos de grado], de los congresistas 

Alfredo Ape Cuello Baute, Yamil Hernando Arana Padaui, Emeterio Jose Montes 

de Castro, entre otros. 
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• También se encuentra en curso el Proyecto de ley No. 322 de Senado: “Por 

medio de la cual se regula el cobro de derechos de grado y se dictan otras 

disposiciones” [Derechos de grado], de los congresistas Criselda Lobo, Victoria 

Sandino Simanca, entre otros 

 

Todos estos proyectos, y el presente, buscan establecer un marco adecuado para 

el pago de los derechos de grados, con lo cual, no se presenten abusos 

injustificados y que se den acciones reales para romper brechas de desigualdad y 

barreras para el acceso y finalización de la educación superior. 

 

El presente proyecto fue radicado en Secretaría de Cámara de Representantes por 

los congresistas Víctor Manuel Ortiz Joya, Alejandro Carlos Chacón Camargo, 

Alexander Harley Bermúdez Lasso, César Augusto Lorduy Maldonado, Karina 

Estefanía Rojano Palacio, Enrique Cabrales Baquero, Faber Alberto Muñoz Cerón, 

John Arley Murillo Benítez, y Eloy Chichi Quintero Romero, siendo designado como 

ponente el Honorable Representante a la Cámara, AQUILEO MEDINA ARTEAGA, 

en conformidad a la ley tercera de 1992, la competencia le correspondió a la 

Comisión Sexta Constitucional, cuyo texto está publicado en la Gaceta del 

Congreso número 961 de 2021. 

 

El día 26 de octubre del presente año, el texto propuesto fue aprobado por 

unanimidad en primer debate de Comisión Sexta de Cámara de Representantes, 

donde fueron avaladas tres proposiciones en sus artículos. 

 

II. OBJETO 

 

Este tiene por objeto regular los costos de los derechos de grado que deben pagar 

los estudiantes para poder finalizar los estudios académicos de las instituciones 

universitarias. Con lo cual, se permitan eliminar las barreras económicas para la 

finalización de los estudios universitarios y que esta población puede contribuir a la 

dinámica del mercado laboral, a saber, una mejor capacitación que permita mejorar 

la competitividad de los profesionales de nuestro país. 

 

La iniciativa reconoce la jurisprudencia emanada por la Corte Constitucional y la 

autonomía universitaria en nuestro país. Con este marco de referencia, este 

proyecto de ley busca que se encamine al propósito de cerrar brechas de 
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desigualdad y permitir el acceso real a la educación superior sin ningún tipo de 

restricciones. 

 

 

III. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO  

 

Es una función del Estado colombiano fomentar la graduación de los estudiantes, 

con lo cual implica que el Estado debe, progresivamente, eliminar las barreras que 

impidan ese proceso de graduación. Es así como los cobros exorbitantes e 

injustos son una barrera para el logro de la graduación, de allí que sea necesario, 

atendiendo a la autonomía universitaria y lo planteado por la Corte, establecer 

unas directrices en la materia.  

 

El marco normativo y Constitucional permite realizar cambios en la búsqueda de los 

fines esenciales del Estado, entre los cuales se encuentra la educación gratuita en 

las instituciones del Estado, que como también lo establece la Corte Constitucional 

“sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos”, 

dado que debemos establecer medidas para que, especialmente las poblaciones 

más desfavorecidas, puedan realmente alcanzar el proceso de grado, puesto que 

no es solamente garantizar el acceso a los estudios superiores, sino también la 

finalización de los mismos, donde se mide el impacto real de las medidas de acceso 

a la educación superior.  

 

Diversos estudios han presentado que, en medio de los efectos del Covid-19 se 

presenta que “El número de bachilleres que entrarán a la universidad está 

empezando a disminuir y las condiciones subyacentes de la educación superior 

harán que el sector educativo sea particularmente vulnerable”.   

 

Por lo cual, el presente proyecto de ley tiene por objeto regular los costos de los 

derechos de grado que deben pagar los estudiantes para poder finalizar los estudios 

académicos en las instituciones universitarias. La educación ha sido vinculada como 

determinante del crecimiento y en un sentido amplio del desarrollo, es fundamental 

fortalecer el acceso, promoción y graduación de la educación superior como una 

medida para mejorar los índices de competitividad de nuestro país y fortalecer el 

tejido productivo del mismo. De esta manera, plantea: 
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1) La iniciativa legislativa reconoce la jurisprudencia emanada por la Corte 

Constitucional y la autonomía universitaria en nuestro país.  

 

2) El proyecto de ley determina que el costo de los derechos de grado se establecerá 

conforme a dos criterios, el primero que se exonera del pago a los estudiantes de 

los estratos 1, 2 y 3, y segundo, que para los estudiantes de estrato 4, 5 y 6, el costo 

no podrá superar el 18% del salario mínimo legal vigente (estamos hablando que 

según el salario mínimo actual que es de $908.526, no podría ser mayor a $163.534 

mil pesos).  

 

3) También establece que el costo de los derechos de expedición de certificados y 

constancias no podrá superar a un día de Salario Mínimo Legal Mensual Vigente, 

es decir para la anualidad actual $30.284.  

 

4) Finalmente, con este proyecto de ley se propone que ninguna Institución de 

educación superior (IES) podrá negar el grado, dado que este es un derecho 

inherente al logro académico de los estudiantes en los diferentes programas.  

 

PARA LOS ESTRATOS 1, 2 Y 3 EXONERACIÓN EN EL COSTO DE 

DERECHOS DE GRADO Y PARA LOS ESTRATOS 4, 5 Y 6 NO PODRÁ 

SER MAYOR AL 18% DEL SALARIO MÍNIMO LEGAL VIGENTE. 

 

Los costos del diploma de grado cuestan entre 20 y 30 mil pesos, la ceremonia 

tendría un valor para el estudiante de alrededor de 120 mil pesos (incluyendo la 

virtual) lo cual da un total alrededor de 150 mil pesos. Ahora bien, el Salario Mínimo 

Legal Vigente para el año 2021 es de $908.526, siendo el 18% el equivalente a 

$164.534. Lo que se pretende es que el valor a pagar para los estratos 4, 5 y 6 por 

los derechos de grado tenga un mínimo valor en el costo, que no podría ser mayor 

a $164.534.  

 

1- Los derechos de grado incluyen el costo de la ceremonia de graduación, sin 

embargo, el derecho a recibir el título profesional es un derecho independiente de 

esas ceremonias.  

 

2- El cobro que exigen las universidades por derechos de grado debe ser 

equivalente al costo de la producción física del diploma y la ceremonia, en cuanto 

tal, se evaluó a la luz del coste de producción (papel, sellos, impresión, 
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características estéticas) y el valor relativo en respecto a la ceremonia en conjunto 

de aspirantes a grado.  

 

3- El criterio de razonabilidad para que las instituciones de educación, de 

conformidad con la ley, no cobren en exceso.  

 

4- Las actuales circunstancias económicas y social, implican que un incremente en 

materia en servicios públicos, seguridad, mantenimiento y muchas otras  

obligaciones. De allí que este costo, se equipara al costo real y no sería un cobro 

excesivo, en otras palabras, se busca un término proporcional.  

 

5- Las circunstancias de salud, económicas y sociales, derivadas del covid-19, han 

significado un aumento de las ceremonias virtuales. En este sentido, no es 

justificable cobro que exceda el costo del diploma y la ceremonia. Al igual, debemos 

considerar la diferencia de las regiones, puesto que también tiene implicaciones 

para que el logro y el derecho a la educación se complete.  

 

6- El Congreso de la República puede intervenir para fijar criterios claros y 

ponderados que no hagan oneroso y exorbitantes el cobro de los mismo, aclarando 

la vaguedad semántica que se encuentra actualmente.  

 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL PONENTE 

Debemos tener en cuenta que esta iniciativa legislativa pretende regular los costos 

de grado que se generan al momento en que los estudiantes cursan sus materias, 

finalizan las practicas o pasantías, los seminarios, aprueban sus tesis y cumplen 

con todos los requisitos para optar a su grado, cobijando a las 83 instituciones 

públicas, a las 203 instituciones privadas, para un total de 296 instituciones de 

educación superior que deberán acoger esta normatividad. 

 

Según lo expuesto, aproximadamente medio millón de estudiantes al año se verán 

beneficiados, en especial los estudiantes de estratos 1, 2 y 3, que en las 

universidades públicas representan el 97% del total de la población estudiantil, los 

cuales no tendrán que pagar un solo peso por el concepto de derechos de grado. 
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En el censo que estipula anualmente el Ministerio de Educación, observamos que 

para el año 2020 se matricularon 1.203.895 estudiantes del sector oficial y 

1.151.708 estudiantes del sector privado, de los cuales 1.529.788 estaban en el 

nivel universitario, 581.479 en el nivel tecnológico, 68.903 en el nivel de técnico 

profesional, 64.460 en el nivel de maestría, 87.077 en el nivel de especialización 

universitaria, 65 en el nivel de especialización técnico profesional, 12.146 en el nivel 

de especialización tecnológica, 5.221 en el nivel de especialización medico 

quirúrgica, 6.464 en el nivel de doctorado, para un total de 2.355.603 estudiantes 

matriculados que aspiran culminar sus estudios y obtener su grado. 

 

Dicho lo anterior, debemos analizar la estadística de graduados, en cuanto al sector 

oficial se gradúan anualmente 192.232 personas, y para el sector privado se 

gradúan 257.691 personas, de lo cual se deriva 225.515 personas para el nivel 

universitario, 95.293 del nivel tecnológico, 25.045 del nivel para maestría, 19.996 

del nivel técnico profesional, 71.365 del nivel de especialización universitaria, 67 del 

nivel de especialización técnico profesional, 9.696 del nivel de especialización 

técnico profesional, 9.696 del nivel de especialización tecnológica, 1.960 del nivel 

de especialización medico quirúrgica, y 986 del nivel de doctorado, lo que arroja un 

total de 449.923 estudiantes que logran graduarse anualmente. 

 

Como se puede observar existe un amplio margen entre la cantidad de personas 

que se matriculan a los diferentes niveles de educación superior cada año que 

corresponde a 2.355.603 y los estudiantes que logran graduarse que corresponde 

a 449.932 personas anualmente, es decir, tan solo el 19.10% de los estudiantes 

están logrando graduarse al año, y si tenemos en cuenta que los cursos culminan 

cada semestre, tan solo 224.966 estudiantes se gradúan cada semestre, es decir, 

un 9.55% del total de los matriculados, cifra muy baja teniendo en comparación al 

censo poblacional de estudiantes. 

 

Los estudiantes de las Instituciones de Educación Superior han tenido que 

conseguir recursos para sufragar los altos costos de los derechos de grado para 

obtener su anhelado diploma y posteriormente, para sumar más gastos, la mayoría 

de los graduados deben tramitar sus matrículas o tarjetas profesionales que les 

generan más pérdidas económicas para poder empezar a buscar trabajo en el 

ejercicio propio de su profesión. Sumado a esto tenemos que cerca del 39% de los 

estudiantes tienen algún tipo de financiación para sus estudios y un 79% de los 

estudiantes reciben recursos de sus padres para la materia educativa superior, ya 

que las cifras de desempleo juvenil son exorbitantes. 
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Las cifras que se cobran por concepto de “derechos de grado” han sido objeto de 

muchos escándalos y críticas, mucho estudiantes exaltaron su voz de auxilio ante 

estos altos costos, pues a pesar de que llego la pandemia generada por el COVID-

19 lo que obligo a un aislamiento total preventivo y llevo a tomar medidas a las 

instituciones educativas del país para dictar clases virtuales y que todos los tramites 

se llevaran de esta forma, incluyendo los grados, se siguió cobrando el 100% del 

valor de estos derechos de grado, a pesar de no celebrarse ceremonia, no utilizarse 

las instalaciones de las instituciones y por ende, no gastar bienes y servicios de las 

mismas, tan solo se realizaba una reunión virtual para felicitarlos y se entregaban 

los diplomas de forma virtual y por correo físico, lo cual evidentemente disminuía el 

costo final para los estudiantes, pero esto no ocurrió. 

 

Esta propuesta legislativa no busca desfinanciar las instituciones de educación 

superior ya que este es un concepto netamente generado por los derechos de 

grado, por el contrario, busca incentivar a que más jóvenes ingresen a realizar sus 

estudios, a que se animen al evidenciar que existen leyes que les imponen un 

control y vigilancia a estas instituciones para tasar sus cobros, y que pueden 

acceder con mas facilidad y con menor preocupación al momento de conseguir 

recursos, y que la población de graduados anualmente aumente, y esto puede 

lograrse con apoyo del gobierno nacional, pues siempre he sido gestor de una 

política pública de gratuidad educativa. 

 

Observamos que esta iniciativa no impacta de manera directa las finanzas de las 

instituciones de educación superior, pues estos cobros siempre se han determinado 

como “derechos de grado”, mas no por otros conceptos como cobros 

administrativos o financiamiento a las instituciones, por lo que se ha determinado 

mediante unas series de cotizaciones que los costos de un diploma oscilan los 

$20.000 a $30.000 dependiendo del diseño y cantidad (teniendo en cuenta que 

siempre se entrega el diploma y acta de grado sin enmarcar y solo en una copia 

original) y los costos de una ceremonia (sin costos de alimentación y bebidas) 

representa un precio promedio de $100.000, y los costos de las medidas de 

seguridad y custodia que no superan los $30.000 teniendo en cuenta las funciones 

propias de todas las instituciones de velar por la veracidad y protección de sus 

documentos, igualmente las opciones adicionales para las ceremonias puede ser 

optativo de común acuerdo con los graduandos para que así se establezcan costos 

adicionales según los bienes y servicios que se requieran, los cuales serán de 

carácter voluntario. 
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Sumado lo anterior, su promedio se acerca al valor del 18% del SMMLV que se 

traduce en $163.534, y precisamente se establece en base al salario mínimo 

teniendo en cuenta que el gobierno nacional cada año decreta su aumento lo que 

iría en concordancia con el aumento de los costos de los bienes y servicios que se 

requieren para estos derechos de grado. 

 

De esta forma, son muchos los argumentos que nos llevan a impulsar de manera 

positiva esta ponencia para el presente proyecto de ley, pues los legisladores somos 

los representantes del pueblo y debemos trabajar para que nuestros ciudadanos 

tengan un pleno ejercicio de sus derechos, nuestros jóvenes son el futuro y merecen 

tener una educación totalmente gratuita en todos sus aspectos y sobre todo de alta 

calidad, de esta manera las instituciones solo podrán cobrar los valores reales que 

se generan por cuenta de la papelería de los diplomas, verificación y custodia de 

los mismos y los gastos de ceremonia, para que de esta manera todos pueden 

graduarse a tiempo y así poder ingresar con mejor preparación al mercado laboral 

versátil e internacional de nuestra actualidad. 

 

 

V. MARCO NORMATIVO 

Este Proyecto de Ley tiene como origen las facultades Constitucionales del 

Congreso de la República, otorgadas en los artículos 114 y 154 de la Constitución 

Política, que reglamentan su función legislativa y facultan al Congreso para 

presentar este tipo de iniciativas: 

 

"Artículo 114. Corresponde al Congreso de la República reformar la Constitución, 

hacer las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la administración. 

 

El Congreso de la República estará integrado por el Senado y la Cámara de 

Representantes". 

(...) 

"Artículo 154. Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a 

propuesta de sus respectivos miembros, del Gobierno nacional, de las entidades 

señaladas en el artículo 156, o por iniciativa popular en los casos previstos en la 

Constitución. 
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No obstante, sólo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las 

leyes a que se refieren los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a, b y e, del 

numeral 19 del artículo 150; las que ordenen participaciones en las rentas 

nacionales o transferencias de las mismas; las que autoricen aportes o 

suscripciones del Estado a empresas industriales o comerciales y las que decreten 

exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales. 

 

Las Cámaras podrán introducir modificaciones a los proyectos presentados por el 

Gobierno. 

 

Los proyectos de ley relativos a los tributos iniciarán su trámite en la Cámara de 

Representantes y los que se refieran a relaciones internacionales, en el Senado"1. 

 

De igual manera, la Constitución Política otorga al Congreso la cláusula general de 

competencia legislativa (art. 150) y establece el procedimiento a seguir para 

tramitar, aprobar y sancionar las leyes. Dentro de éste, todo ordenamiento 

constitucional establece qué sujetos se encuentran habilitados para la presentación 

de proyectos que luego se convertirán en mandatos legislativos. En este orden, la 

jurisprudencia constitucional ha dispuesto que la iniciativa legislativa no es otra cosa 

que “la facultad atribuida a diferentes actores políticos y sociales para concurrir a 

presentar proyectos de ley ante el Congreso, con el fin de que éste proceda a darles 

el respectivo trámite de aprobación. Por eso, cuando la Constitución define las 

reglas de la iniciativa, está indicando la forma como es posible comenzar 

válidamente el estudio de un proyecto y la manera como éste, previo el 

cumplimiento del procedimiento fijado en la Constitución y las leyes, se va a 

convertir en una ley de la República.”  

 

Corte Constitucional, Sentencia C-1707 de 2000, Magistrada Ponente, Cristina 

Pardo Schlesinger. En relación con las iniciativas que decreten exenciones de 

impuestos, contribuciones o tasas nacionales (art. 154 inciso 2o. CP.), es decir las 

leyes que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales, 

desde sus inicios, la Corte Constitucional en la Sentencia C-040 de 1993, ha 

señalado en que “en virtud del principio de legalidad del tributo corresponde al 

Congreso establecer contribuciones fiscales y excepcionalmente, contribuciones 

parafiscales en los casos y bajo las condiciones que establezca la ley. No obstante, 

                                            
1 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. Constitución Política de Colombia de 1991. 
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solo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las leyes que 

decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales.” 

 

En desarrollo de la citada sentencia de la Corte Constitucional, se concluye que “en 

virtud del principio de legalidad del tributo corresponde al Congreso establecer 

contribuciones fiscales y excepcionalmente, contribuciones parafiscales en los 

casos y bajo las condiciones que establezca la ley. No obstante, sólo podrán ser 

dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las que decreten exenciones de 

impuestos, contribuciones o tasas nacionales”. 

 

No obstante, la jurisprudencia constitucional ha admitido que la iniciativa legislativa 

gubernamental no se circunscribe al acto de la mera presentación del proyecto de 

ley. Ha dicho la Corte que de “conformidad con el espíritu del artículo 154 Superior, 

el cual es el de evitar que se legisle sin el conocimiento y consentimiento del 

Ejecutivo sobre materias que comprometen aspectos propios de su competencia, 

es posible que se presente un aval gubernamental posterior al acto de presentación 

del proyecto. Ello constituye además un desarrollo del mandato previsto en el 

parágrafo único del artículo 142 de la Ley 5ª de 1992, por la cual se expide el 

reglamento del Congreso, que establece que “el Gobierno Nacional podrá 

coadyuvar cualquier proyecto de su iniciativa que curse en el Congreso cuando la 

circunstancia lo justifique”, y que “La coadyuvancia podrá efectuarse antes de la 

aprobación en las plenarias” 

 

Al estudiar la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la posibilidad de admitir 

el aval gubernamental en materias cuya iniciativa se encuentra reservada al 

ejecutivo, se concluye que tal aval debe contar con unos requisitos para ser 

considerado una forma de subsanación de la falta de iniciativa gubernamental en 

cumplimiento del artículo 154 superior. A continuación, se refieren algunas de estas 

decisiones, con el fin de extraer las reglas establecidas por la jurisprudencia: 

 

En la Sentencia C-1707 de 2000, al examinar las objeciones presidenciales 

presentadas respecto del proyecto de ley 26/98 Senado – 207/99 Cámara, el 

Congreso de la República había procedido a adicionar el contenido material del 

artículo 187 de la Ley 100 de 1993, en el sentido de exonerar a los pensionados 

que recibían hasta dos salarios/ mínimos mensuales, del pago de las cuotas 

moderadoras y copagos para acceder a la prestación de los servicios de salud 

dentro del Sistema de Seguridad Social. El Gobierno Nacional objetó la 



  

 
 

  

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 
 

constitucionalidad del citado proyecto, por considerar que su objeto era la creación 

de una exención al pago de una contribución parafiscal que debía haberse 

tramitado a iniciativa del Gobierno, tal como lo exigía el artículo 154 de la Carta 

Política. 

 

La Corte en esta ocasión explicó la naturaleza del aval gubernamental dado a (i) 

los proyectos de ley correspondientes a la iniciativa ejecutiva exclusiva, cuando los 

mismos no hayan sido presentados por el Gobierno, o (ii) a las modificaciones que 

a los proyectos de iniciativa legislativa privativa del ejecutivo introduzca el Congreso 

de la República durante el trámite parlamentario. Al respecto, sostuvo que dicho 

aval en ambos casos era una forma de ejercicio de la iniciativa legislativa 

gubernamental. Sobre el particular señaló: 

 

“…la iniciativa legislativa gubernamental no se circunscribe al acto de la mera 

presentación del proyecto de ley como en principio pareciera indicarlo el artículo 

154 Superior. En realidad, teniendo en cuenta el fundamento de su consagración 

constitucional, cual es el de evitar que se legisle sin el conocimiento y 

consentimiento del Ejecutivo sobre materias que comprometen aspectos propios de 

su competencia, dicha atribución debe entenderse como aquella función pública 

que busca impulsar el proceso de formación de las leyes, no sólo a partir de su 

iniciación sino también en instancias posteriores del trámite parlamentario. 

Entonces, podría sostenerse, sin lugar a equívocos, que la intervención y 

coadyuvancia del Gobierno Nacional durante la discusión, trámite y aprobación de 

un proyecto de ley de iniciativa reservada, constituye una manifestación tácita de la 

voluntad legislativa gubernamental y, desde esa perspectiva, tal proceder se 

entiende inscrito en la exigencia consagrada en el inciso 2° del artículo 154 de la 

Constitución Política. A este respecto, y entendido como un desarrollo del mandato 

previsto en la norma antes citada, el parágrafo único del artículo 142 de la Ley 5ª 

de 1992, por la cual se expide el reglamento del Congreso, es claro en señalar que: 

“el Gobierno Nacional podrá coadyuvar cualquier proyecto de su iniciativa que curse 

en el Congreso cuando la circunstancia lo justifique”, y que “La coadyuvancia podrá 

efectuarse antes de la aprobación en las plenarias”  

 

En la Sentencia C-807 de 2001, la Corte reflexionó nuevamente sobre la posibilidad 

de introducir modificaciones a un proyecto de ley correspondiente a la iniciativa 

privativa del Ejecutivo, encontrando que si bien dicha posibilidad se ajustaba a la 

Carta, al respecto existían ciertas restricciones constitucionales que impedían 
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“adicionar nuevas materias o contenidos”; no obstante, dichas adiciones podían ser 

objeto del aval gubernamental, que las convalidaba. 

 

“La Corte, a partir de la consideración integral de los conceptos de iniciativa 

legislativa y debate parlamentario, y en armonía con lo dispuesto en el artículo 142 

del Reglamento del Congreso, ha afirmado la posibilidad de convalidar el trámite de 

un proyecto de ley, que siendo de iniciativa privativa del Gobierno, haya tenido un 

origen distinto.” 

 

Reiterando los criterios sentados en torno a la naturaleza jurídica del aval 

gubernamental dado a proyectos de asuntos de iniciativa privativa del ejecutivo, en 

la Sentencia C-121 de 2003, la Corte recordó que la iniciativa legislativa en cabeza 

del Gobierno Nacional no consiste únicamente en la presentación inicial de 

propuestas ante el Congreso de la República en los asuntos enunciados en  el  

artículo  154  de  la  Carta,  sino  que  también comprende la expresión del 

consentimiento o aquiescencia que el Ejecutivo imparte a los proyectos que, en 

relación con esas mismas materias, se estén tramitando en el órgano legislativo. 

 

Además, en esta misma Sentencia la Corte expuso los requisitos que debe cumplir 

el aval gubernamental como expresión del derecho de iniciativa legislativa privativa 

que le corresponde al ejecutivo. Al respecto indicó (i) que dicho aval podía provenir 

de un ministro, no siendo necesaria la expresión del consentimiento del propio 

Presidente de la República; (ii) no obstante, el ministro debía ser el titular de la 

cartera que tuviera relación con los temas materia del proyecto; (iii) finalmente, el 

aval debía producirse antes de la aprobación del proyecto en las plenarias de 

ambas Cámaras. 

 

“Es de recordar que para esta Corporación ni la Constitución ni la ley exigen que el 

Presidente, como suprema autoridad administrativa y jefe del gobierno, presente 

directamente al Congreso ni suscriba los proyectos de ley de iniciativa 

gubernamental, pues como lo disponen en forma expresa los artículos 200 y 208 

de la Carta Política, el Gobierno, encabezado por el Presidente de la República, en 

relación con el Congreso, concurre a la formación de las leyes presentando 

proyectos “por intermedio de los ministros”, quienes además son sus voceros.” 
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Pero debe tenerse en cuenta que el aval que da el Gobierno a los proyectos que 

cursan el Congreso no puede provenir de cualquier ministro por el sólo hecho de 

serlo, sino solo de aquél cuya dependencia tenga alguna relación temática o 

conexión con el proyecto de ley. Además, es necesario que la coadyuvancia se 

manifieste oportunamente, es decir, antes de su aprobación en las plenarias, y que 

sea presentada por el ministro o por quien haga sus veces ante la célula legislativa 

donde se esté tramitando el proyecto de ley.” Sentencia C-121 de 2003. M.P Clara 

Inés Vargas Hernández. 

 

En la Sentencia C-370 de 2004, la Corte insistió en la necesidad de que exista un 

aval gubernamental que convalide aquellas iniciativas congresuales o 

modificaciones introducidas por las cámaras a proyectos de ley en curso cuando 

decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales. No obstante, 

aclaró que dicho aval no exigía ser presentado por escrito. 

 

“… la Corte recuerda que de acuerdo con el segundo inciso del artículo 154 superior 

“sólo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las leyes a que 

se refieren los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a, b y e, del numeral 19 del 

artículo 150; las que ordenen participaciones en las rentas nacionales o 

transferencias de las mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del Estado 

a empresas industriales o comerciales y las que decreten exenciones de impuestos, 

contribuciones o tasas nacionales.” 

 

En este sentido es claro que las disposiciones contenidas en la Ley 818 de 2003 

referentes a exenciones tributarias debían contar con la iniciativa del Gobierno para 

poder ser aprobadas por el Congreso de la República. 

 

Empero, como lo ha explicado la Corte, el requisito señalado en el segundo inciso 

del artículo 154 superior no necesariamente debía cumplirse mediante la 

presentación por parte del gobierno del proyecto o de las proposiciones tendientes 

a modificarlo, sino que bastaba la manifestación de su aval a las mismas durante el 

trámite del proyecto”. 

 

Como requisitos de dicho aval, la Corte ha señalado que “(i) el consentimiento 

expresado para dar el aval gubernamental debe necesariamente haber sido 

expresado dentro del trámite legislativo. Dijo la providencia “La iniciativa 
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gubernamental exclusiva no sólo se manifiesta en el momento de la presentación 

inicial del proyecto de ley por el Gobierno, sino que también se ejerce mediante el 

aval ejecutivo impartido a los proyectos en curso, relativos a las materias sobre las 

que recae tal iniciativa privilegiada”; (ii) puede ser expreso o tácito; (iii) no requiere 

ser presentado por escrito ni mediante fórmulas sacramentales; (iv) el aval no tiene 

que ser dado directamente por el Presidente de la República, pudiendo ser otorgado 

por el ministro titular de la cartera que tiene relación con los temas materia del 

proyecto. Incluso la sola presencia en el debate parlamentario del ministro del ramo 

correspondiente, sin que conste su oposición a la iniciativa congresual en trámite, 

permite inferir el aval ejecutivo. La Corte ha aceptado que el aval sea otorgado por 

quien haga las veces del ministro correspondiente y (v) en cuanto a la oportunidad 

en la que debe manifestarse el aval, se tiene que éste debe manifestarse antes de 

la aprobación del proyecto en las plenarias”. 

 

Así la Corte ha concluido “que la iniciativa reservada, entendida como la atribución 

establecida constitucionalmente a ciertos sujetos en relación con determinadas 

materias, para la presentación de proyectos de ley ante el Congreso, no se 

circunscribe al acto formal de presentación, sino que puede entenderse cumplida 

en virtud de actuaciones posteriores dentro del trámite parlamentario. En este 

orden, resulta admisible un aval posterior, siempre y cuando se cumplan los 

requisitos desarrollados con anterioridad”. 

 

“Así, la intervención y coadyuvancia del Gobierno Nacional durante la discusión, 

trámite y aprobación de un proyecto de ley de iniciativa reservada, constituye una 

manifestación de la voluntad legislativa gubernamental y, desde esa perspectiva, 

tal proceder se entiende inscrito en la exigencia consagrada en el inciso 2° del 

artículo 154 de la Constitución Política” Sentencia C 066-2018. 

 

Respecto a la autonomía universitaria, esta se encuentra consagrada en la carta 

magna en el artículo 69: “Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades 

podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la 

Ley”, lo cual es ratificado en su autonomía e independencia en el artículo 113, tal y 

como lo expresó la Corte Constitucional en la sentencia C-220 de 1997: “Las 

universidades oficiales, al igual que el Banco de la República y la CNTV, son 

órganos autónomos del Estado, que por su naturaleza y funciones no integran 

ninguna de las ramas del poder público y que por lo tanto no admiten ser 

categorizadas como uno de ellos, mucho menos como establecimientos públicos, 
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pues ello implicaría someterlas a la tutela e injerencia del poder ejecutivo, del cual 

quiso de manera expresa preservarlas el Constituyente.”. 

 

AUTONOMÍA UNIVERSITARIA: 

 

Lo cual se complementa con el artículo segundo de la Ley 30 de 1992 que establece 

que: “El Estado, de conformidad con la Constitución Política de Colombia y con la 

presente ley, garantiza la autonomía universitaria, fomenta el acceso y la 

graduación de los estudiantes y vela por la calidad del servicio educativo a través 

del ejercicio de la suprema inspección y vigilancia de la Educación Superior”. De tal 

modo, que es una función del Estado colombiano fomentar la graduación de los 

estudiantes, con lo cual implica que el Estado debe, progresivamente, eliminar las 

barreras que impidan ese proceso de graduación. Es así como los cobros 

exorbitantes e injustos son una barrera para el logro de la graduación, de allí que 

sea necesario, atendiendo a la autonomía universitaria y lo planteado por la Corte, 

establecer unas directrices en la materia.  

 

Esta posibilidad se entiende dado que la autonomía no significa autarquía, 

independencia. Puesto que está sometido a límites legales de la ley, y que el Estado 

y la Ley establecerán condiciones para su creación y gestión como lo estableció el 

artículo 68 en su inciso primero. Más aún, en el artículo 67 en el inciso quinto de la 

Constitución Política es clara en establecer que corresponde al Estado regular y 

ejercer inspección y vigilancia. Con ello, se permite, dentro de la Constitución y la 

Ley, realizar los cambios en la búsqueda de los fines esenciales del Estado, entre 

los cuales se encuentra la educación gratuita en las instituciones del Estado, que 

como también lo establece ese mismo artículo “sin perjuicio del cobro de derechos 

académicos a quienes puedan sufragarlos” Dado que debemos establecer medidas 

para que, especialmente las poblaciones más desfavorecidas, pueden realmente 

alcanzar el proceso de grado, puesto que no es solamente garantizar el acceso, 

sino también la finalización de los mismos, donde se mide el impacto real de las 

medidas de acceso a la educación superior.  

 

Al mismo tiempo, no se debe olvidar que en artículo 152 de la Constitución definió 

que es responsabilidad del legislador regular los derechos fundamentales de las 

personas y los procedimientos y recursos para su protección, con lo cual, se 

encontraría el derecho a la educación en sus diferentes aspectos, incluido de forma 

indirecta los derechos de grado.  
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DERECHOS DE GRADO: 

 

Ahora bien, en este horizonte normativo, debemos considerar que en diferentes 

instancias se ha manifestado que los costos educativos no deben representar una 

barrera para el acceso y materialización del derecho fundamental a la educación, 

lo cual debe ser contemplado en toda su complejidad. Si bien, la Corte manifestó 

que las instituciones tienen la facultad de exigir una contraprestación económica en 

la sentencia C-654/07: “las universidades sí están autorizadas constitucionalmente 

para establecer estipendios como contraprestación del servicio educativo, bajo 

control y vigilancia del Estado, de modo que el legislador en ejercicio de su facultad 

de configuración podía posibilitar que esas instituciones fijen retribución”. También 

declaró que la ausencia de títulos o certificados constituyen una vulneración al 

derecho a la educación, puesto que supone un obstáculo para finalizar los ciclos 

educativos e impide continuar o bien con otros estudios posteriores o la inclusión 

en el mercado laboral en el caso de los estudiantes de pregrado de las diferentes 

instituciones. 

 

Así mismo, la Corte consideró “necesario advertir que cuando proceda el cobro de 

esos derechos de grado, éstos deben corresponder proporcionalmente a los reales 

costos administrativos de graduación y, por tanto, deben justificarse, ser razonables 

y estar previamente aprobados, sin que puedan constituir un prerrequisito para 

graduarse, frente a quien carece de recursos y ya cumplió con todos los 

requerimientos académicos para la obtención de un título profesional. De tal 

manera, queda claro que en ningún caso podrá negarse ni posponerse la 

graduación de quien haya cumplido todos los requisitos académicos y sólo tenga a 

su cargo obligaciones pecuniarias para con el centro de estudios superiores, sin 

perjuicio de las garantías civiles a que legalmente haya lugar.” 

 

Finalmente, si bien los derechos de grado son un logro académico y está en 

armonía con lo establecido en el artículo 122 de la Constitución, no debemos olvidar 

que actualmente existen vacíos respecto a la determinación de los costos 

académicos que cubren estos derechos, tal y como lo manifestó, el ex procurador 

Edgardo Maya Villazón en su concepto en el marco de la Sentencia C-654/07.  

 

VI. CONSIDERACIONES SOCIALES: 
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Entre algunos datos de los costos de derecho de grados se encuentra que, en la 

Universidad Industrial de Santander, en el artículo 21 del Estatuto general establece 

que respecto a los programas de posgrados y nivel técnico es respecto al medio 

salario mínimo legal vigente y los programas profesionales de pregrado es con base 

al valor de la matricula que se determina según la capacidad socioeconómica del 

núcleo familiar:  

2 

 

De igual manera, la Universidad Nacional de Colombia establece los costos de los 

derechos de grado teniendo en cuenta el salario diario legal mensual vigente que 

para diciembre de 2020 fueron los siguientes costos:  

 

 
 

Con un recaudo histórico de:  

 
 

 

                                            
2 Respuesta derecha de petición a la UIS  
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Teniendo en consideración, que una buena parte de la población de estudiantes 

universitarios son jóvenes, debemos considerar la situación de este grupo 

poblacional. En sentido, es importante mencionar el más reciente estudio elaborado 

sobre empleo juvenil por la Universidad Libre con las cifras del Departamento 

Administrativo Nacional de Estadística (Dane) y el Ministerio de Trabajo, según el 

cual en Colombia existen cerca de 3.400.000 jóvenes sin empleo.3 

 

Una situación que se ve reflejado en otros aspectos como la pobreza, y la brecha 

rural-urbano, es así que para 2010 el Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) 

rural era el doble del de las cabeceras y en 2017 era tres veces más. (Departamento 

Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022). 

 

4 

 

Tomando como partida esta información, debemos considerar que la educación ha 

sido vinculada como determinante del crecimiento y en un sentido ampliado del 

desarrollo5, es así que es fundamental fortalecer el acceso, promoción y graduación 

de la educación superior como una medida para mejorar los índices de 

competitividad de nuestro país y fortalecer el tejido productivo del mismo.  

                                            
3 UNIVERSIDAD LIBRE. La Universidad Libre revela preocupante radiografía del desempleo juvenil 

en Colombia. Disponible en Internet: 
http://www.unilibre.edu.co/bogota/ul/noticias/noticias-universitarias/3548-la-universidad-libre-revela-
preocupante-radiografia-del-desempleo-juvenil-en-colombia 
4 Tomado de: Departamento Nacional de Planeación, 2018. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022 
5 Lombana Coy, Jahir Pertinencia de la educación en la competitividad Zona Próxima, núm. 16, 

enero-junio, 2012, pp. 68-85 
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Otro aspecto relevante, es que según Carlos Andrés Brando6, en medio de los 

efectos del Covid-19 se presenta que “el número de bachilleres que entrarán a la 

universidad está empezando a disminuir, el alto gasto relativo en educación sugiere 

que los techos no están lejos, es decir, que difícilmente aumentarán más y 

finalmente, el acelerado progreso de la cobertura educativa nos deja en la etapa 

más difícil: la de la universalización. 

 

La COVID-19 agudizará la situación de las universidades a medida que los hogares 

padecen los efectos de la recesión. Las condiciones subyacentes de la educación 

superior harán que el sector educativo sea particularmente vulnerable.”  

 

Más aún, debemos considerar las condiciones integrales que impiden el 

rompimiento de barreras de la integración en la educación superior, de allí que 

debemos, promover medidas para una apertura real para el ejercicio del derecho a 

la educación. Los jóvenes y la población piden medidas para garantizar la 

educación, y la regulación de los costos de los derechos de grado es una de estas 

medidas adecuadas.  

 

En ese orden de ideas, el proyecto de ley pretende viabilizar la obligación que le 

corresponde al Estado, en el sentido de adoptar las medidas necesarias para que 

se tutele el goce efectivo al derecho fundamental a la educación superior y así, se 

evite la deserción de los estudiantes. Ahora bien, sobre la deserción escolar el 

Ministerio de Educación lo define como aquella “(…) situación a la que se enfrenta 

un estudiante cuando aspira y no logra concluir su proyecto educativo, 

considerándose como desertor a aquel individuo que siendo estudiante de una 

institución de educación superior no presenta actividad académica durante dos 

semestres académicos consecutivos, lo cual equivale a un año de inactividad 

académica. En algunas investigaciones este comportamiento se denomina como 

“primera deserción” (firstdrop-out) ya que no se puede establecer si pasado este 

periodo el individuo retomará o no sus estudios o si decidirá iniciar otro programa 

académico (…)”2.  

 

                                            
6 Brando, Carlos Andrés. La educación superior en aprietos y la COVID-19 no la ayuda. Razón 

pública. 20 de abril de 2020. Consultado en: https://razonpublica.com/la-educacion-superior-
aprietos-la-covid-19-no-la-ayuda/ 
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Así mismo, el Ministerio de Educación se ha enfocado en combatir la deserción 

universitaria, y ha catalogado principalmente cinco (5) causas de deserción, a saber:  

a) Problemas personales: el estudiante experimenta cambios familiares o 

personales que lo obligan a abandonar el programa en curso;  

b) Socioeconómicos: el estudiante presenta problemas financieros para continuar 

con el pago de la matrícula o la manutención;  

c) Académico: el nivel académico no le permite al estudiante pasar con éxito las 

asignaturas del plan de estudios de la carrera en curso;  

d) Orientación vocacional: el estudiante no conoce sus aptitudes vocacionales y  

e) Institucional: el estudiante no se identifica con la institución de educación superior 

(instalaciones, espacios de bienestar universitario, normatividad académica).  

 

Así las cosas, ante la obligación del Estado de procurar el acceso progresivo de las 

personas a las Instituciones de Educación Superior -públicas y privadas- mediante 

la adopción de estrategias que faciliten los mecanismos financieros que hagan 

posible el goce de la educación, el presente proyecto de ley pretende implementar 

medidas que alivien el ámbito socioeconómico como causal de deserción al 

estudiantado universitario, específicamente, atacando las adversidades 

socioeconómicas.  

 

En sentido lato, las causas socioeconómicas que repercuten directamente en la 

decisión de abandonar los estudios superiores por parte del estudiante deben 

entenderse como la principal causa de abandono del sistema de educación superior 

en nuestro país -equivalentes al 42.5% de la deserción total- y se discriminan de la 

siguiente manera: (i) Bajos ingresos familiares, 54.9%; (ii) Desempleo cabeza de 

familia, 25.5%; (iii) Incompatibilidad entre trabajo y estudio, 14.9% y (iv) Falta de 

apoyo familiar, 5.9 %3. 

 

Igualmente, dentro de los factores socioeconómicos se concibe una nueva 

categoría, relacionada con la situación económica precaria del estudiante, 

constituido por los bajos ingresos, el desempleo y la incompatibilidad entre trabajo 

y estudio, como las causas primordiales del abandono estudiantil en las 

Universidades Colombianas. La situación económica precaria del estudiante 

desertor se ratifica por el estrato social del que procede, en efecto: 48.3% son de 

estrato 2, 36.7% se les ubicó en el estrato 3; el 10.8% son de estrato 1, y solo el 

4.2% corresponden al estrato 4. Otro elemento a tener en cuenta es que el 

sostenimiento económico de los desertores depende ostensiblemente de su familia 

(86.7%), y como los estratos 1 y 2 dependen más de una economía informal o 
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empleo disfrazado, sus ingresos además de ser exclusivamente para subsistir, no 

son constantes, de modo que siempre están expuestos a la incertidumbre de no 

generar los ingresos suficientes. Cuando las economías familiares son frágiles es 

difícil pretender un apoyo económico sostenible a lo largo de toda la carrera para el 

mantenimiento del estudiante, pues las necesidades de la familia priorizan el trabajo 

al estudio. De ahí que la falta de apoyo familiar (5.9%) tenga que ver directamente 

con la situación de precariedad antes analizada. 

 

 

 

 

VII. CONCEPTO MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 

 

Previa solicitud, mediante oficio con radicado No. 49924/2021 fechado del día 03 de 

noviembre de 2021, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público se permite allegar 

concepto para el presente proyecto de ley, de donde se pueden sustraer los 

siguientes argumentos: 

 

“Al respecto, es importante tener en cuenta que el artículo 69 de la Constitución 

Política garantiza la autonomía universitaria, cuyo fundamento reside en “la 

necesidad de que el acceso a la formación académica de las personas tenga 

lugar dentro de un clima libre de interferencias del poder público tanto en el 

campo netamente académico como en la orientación ideológica, o en el manejo 

administrativo y financiero del ente educativo”3 y cuyo ámbito abarca la 

posibilidad de estos establecimientos  de  “(…) (i) darse y modificar sus 

estatutos; (ii) establecer los mecanismos que faciliten la elección, designación  

y  períodos  de  sus  directivos  y  administradores  (iii)  desarrollar  sus  planes  

de  estudio  y  sus  programas académicos, formativos, docentes, científicos y 

culturales; (iv) seleccionar a sus profesores y admitir a sus alumnos; (v) asumir 

la elaboración y aprobación de sus presupuestos y (vi) administrar sus propios 

bienes y recursos (…)” (Subrayas fuera del texto)  

  

Así  las  cosas,  en  cuanto  al  cobro  de derechos  pecuniarios,  la  Corte 

Constitucional, en  sentencia   C-654  de  2007,  ha enfatizado que “no es cierto 

que esté prohibido constitucionalmente a las universidades el cobro de 

derechos académicos, ni que éstos deban ser gratuitos, pues la Carta permite 

que aún en el sector público se pueda exigir pago, pero solamente a quienes 
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tienen capacidad económica; con mayor razón, la retribución está justificada en 

el sector privado, donde se la considera como debida contraprestación por el 

servicio educativo desplegado por particulares”. Por ejemplo, señaló frente a la 

posibilidad de cobrar valores adicionales en las matrículas que “(…) la 

institución educativa superior, en ejercicio de su autonomía, puede aprobar 

matrículas extraordinarias, si esa decisión se encuentra justificada 

objetivamente (...)”. 

  

Dicho esto, se entiende que las Instituciones de Educación Superior (IES) 

tienen la facultad de definir el valor que por concepto de matrícula y derechos 

pecuniarios deban cancelar sus aspirantes y estudiantes, lógicamente en el 

entendido que deben ser razonables y proporcionales al servicio educativo que 

estén ofreciendo, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional en sentencia 

T-037 de 2012: 

 

“1.5 No obstante lo anterior, la Corte también ha reconocido que las 

instituciones educativas tienen derecho a exigir contraprestaciones 

económicas por su servicio, máxime si se trata de entidades privadas. 

Aunque esta potestad no es de carácter fundamental, sí tiene asidero en el 

artículo 67 superior que dispone que “la educación será gratuita en las 

instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a 

quienes puedan sufragarlos”, y el artículo 68 que prevé que “los particulares 

podrán fundar establecimientos educativos”. 

 

Bajo estas consideraciones, la limitación propuesta podría estar viciada de 

inconstitucionalidad por violación al artículo 69 Superior. Así mismo, su eventual 

financiación por parte de la Nación podría conllevar un impacto en términos 

presupuestales al reducir una fuente de financiación de las IES públicas que 

tendría que ser compensado y que no está contemplado en el Presupuesto 

General de la Nación, ni en las estimaciones del Marco Fiscal de Mediano Plazo 

(MFMP) ni en el Marco de Gasto de los Sectores.  

  

De otro lado, se destaca que desde el ordenamiento jurídico colombiano se ha 

buscado garantizar el acceso a la educación superior a las personas, 

especialmente en favor de aquellos grupos poblacionales que se encuentran en 

mayor vulnerabilidad, a través de la eliminación de cualquier barrera que impida 

su introducción y continuidad dentro del sistema educativo.  
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Esto se ha llevado a cabo, por ejemplo, a través del artículo 27 de la Ley 2155 

de 2021 “Por medio de la cual se expide la Ley de Inversión Social y se dictan 

otras disposiciones”, el cual propende por el acceso a la educación superior 

para los jóvenes de las familias más vulnerables.   

  

Por lo anterior, esta Cartera, a su vez, pone de presente que se debe dar 

cumplimiento al Artículo 7 de la Ley 819 de 20037, en virtud del cual todo 

proyecto de ley debe hacer explícita su compatibilidad con el Marco Fiscal de 

Mediano Plazo, y debe incluir expresamente en la exposición de motivos y en 

las ponencias de trámite respectivas, los costos fiscales de la iniciativa y la 

fuente de ingreso adicional generada para el respectivo financiamiento. 

   

Por todo lo expuesto, este Ministerio se abstiene de emitir concepto favorable a 

la iniciativa del asunto y manifiesta la voluntad de colaborar con la actividad 

legislativa en términos de responsabilidad fiscal vigente”. 

 

En razón a las anteriores propuestas y comentarios esbozados por el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, el presente ponente considera de manera parcial las 

observaciones, razón por la cual en el siguiente aparte del impacto fiscal se 

expresarán las justificaciones que se consideran oportunas al texto precitado. 

 

VIII. IMPACTO FISCAL 

 

Debemos tener en cuenta que el Gobierno Nacional tiene designado a cada 

ministerio una temática especifica, para su control, supervisión, ejecución y 

planeación, para el presente proyecto de ley, se trata de un tema que se inmiscuye 

en el sector de la educación a nivel nacional, teniendo un impacto directo en todas 

las instituciones de educación superior del país, para lo que se requería que el 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público emitiera su concepto, el cual realizo de 

manera afable, precisando que debe “se debe dar cumplimiento al Artículo 7 de la 

Ley 819 de 2003, en virtud del cual todo proyecto de ley debe hacer explícita su 

compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, y debe incluir expresamente 

en la exposición de motivos y en las ponencias de trámite respectivas, los costos 

fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el respectivo 

financiamiento”. 
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Expuesto lo anterior, se procede a dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 

7° de la Ley 819 de 2003, es necesario decir que con relación al estudio del impacto 

fiscal la Corte Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, señala que el impacto 

fiscal de las normas, no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones 

públicas ejerzan su función legislativa y normativa, como lo relata: “En la realidad, 

aceptar que las condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 

constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y exclusivamente 

al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa legislativa 

que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el principio de 

separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se lesiona 

seriamente la autonomía del Legislativo.” 

 

Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la actividad 

legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma de 

poder de veto al ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 

 

Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 

obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 

macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 

legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda. 

 

En consecuencia, y teniendo en cuenta que el Gobierno Nacional es el director de 

la economía nacional es el Ministerio de Hacienda y Crédito público quien debe 

proporcionar el estudio de impacto fiscal de la presente iniciativa si es que hay lugar 

a ello, de conformidad a lo estipulado en la sentencia de constitucionalidad 315 del 

2008. 

 

Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819/03 constituyen un 

parámetro de racionalidad legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos 

constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden de las finanzas públicas, la 

estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. Esto último en 

tanto un estudio previo de la compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley 

y las proyecciones de la política económica, disminuye el margen de incertidumbre 

respecto de la ejecución material de las previsiones legislativas.  

 

Así, si el Ejecutivo considera que las cámaras han efectuado un análisis de impacto 

fiscal erróneo, corresponde al citado Ministerio el deber de concurrir al 
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procedimiento legislativo, en aras de ilustrar al Congreso sobre las 

consecuencias económicas del proyecto.  

 

Al respecto, sobre proyecto de ley que han tenido como objeto regular los derechos 

de grado en las Instituciones de Educación Superior, el Ministerio de Educación 

Nacional ha presentado un análisis en sus comentarios de los posibles impactos 

financieros de esta medida, construido a partir de los datos aportados por el 

Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (SNIES). “La siguiente 

información presentada corresponde a los valores reportados por las instituciones 

de educación superior por el concepto de derechos de grado a cobrar en el año 

20184, actualizados a la presente anualidad, teniendo en cuenta la variación del 

Índice de Precios al Consumidor – IPC”, estableció en uno de sus conceptos el 

Ministerio de Educación Nacional. 

 

 
Como se puede apreciar en la tabla No.1, la sumatoria de los ingresos por concepto 

de derechos de matrícula de las instituciones de educación superior públicas y 

privadas alcanzaría a superar un cuarto de billón de pesos. 

 

Por las anteriores consideraciones se pone a disposición del Honorable Congreso 

de la República el proyecto de ley descrito para que sus honorables miembros lo 

debatan, y si a bien lo tienen, aprueben la iniciativa propuesta, ya que no es de 

recibo los argumentos expuestos tanto por el Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público como por el Ministerio de Educación, en donde le impone un límite a este 

trámite legislativo, pues en el articulado propuesto se autoriza al Ministerio de 

Hacienda para que incluya las partidas presupuestales que considere necesarias 

para la ejecución de este proyecto de ley en beneficio especial a los estudiantes de 

estrato 1, 2 y 3 de las Instituciones de Educación Superior. 

 

Además, la presenta iniciativa legislativa, no refleja ninguna inequidad como en 

anteriores proyectos de ley se ha conceptuado, ya que establece una exoneración 
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del pago de derechos de grado solo para los estratos 1, 2 y 3, y que para los 

estratos 4, 5 y 6, el costo de los derechos de grado no podrá ser mayor al 18% de 

un salario mínimo legal vigente. De esta manera, no se genera “una cultura del no 

pago” para aquellos estudiantes que cuentan con los recursos, sino que brinda un 

alivio económico enmarcado dentro de la actual política de Estado del Gobierno 

Nacional de una gratuidad en la educación en las Instituciones de Educación 

Superior. 

 

AUTORIZACION PARA ACCEDER A RECURSOS DEL PRESUPUESTO 

GENERAL DE LA NACIÓN (PGN). 

 

Al respecto, se considera acertado traer a colación lo disertado por la H. Corte 

Constitucional, según la cual: 

 

“(…) en materia de gasto público, la competencia parlamentaria desarrolla el 

principio superior de legalidad del gasto público, según el cual corresponde al 

Congreso, en su condición de órgano de representación popular, ordenar las 

erogaciones necesarias para ejecutar los compromisos inherentes al Estado Social 

de Derecho (artículos 150 y 347 Constitución Política).  Sin embargo, el legislador 

primario por vía de excepción reservó para el Ejecutivo la iniciativa legislativa en 

relación con algunos aspectos (artículo 154 Constitución Política)”.7 

 

Esto significa que, en materia de gasto público, la Carta Política efectuó un reparto 

de competencias entre el Congreso y el Gobierno Nacional, de tal manera que 

ambos tienen iniciativa del gasto de conformidad con los preceptos 

constitucionales, y deben actuar coordinadamente dentro de sus 

competencias.  Así, el Gobierno requiere de la aprobación de sus proyectos por 

parte del Congreso y el Congreso requiere de la anuencia del Gobierno, quien 

determinará la incorporación de los gastos decretados por el Congreso, siempre y 

cuando sean consecuentes con el Plan Nacional de Desarrollo y el Presupuesto 

General de la Nación. Así lo señala el artículo 346 de la Carta, desarrollado por el 

artículo 39 del Estatuto Orgánico del Presupuesto -Decreto 111 de 1996.8  

 

                                            
7 Corte Constitucional, Sentencia C-859 de 2001, C- 766 de 2010. 
8 Ibídem. 

 



  

 
 

  

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 
 

Así, podemos concluir, de conformidad con el texto constitucional y los 

planteamientos de la Corte Constitucional, este proyecto de ley que decreta gasto 

público, se ajusta al ordenamiento constitucional, por cuanto se limita a 

AUTORIZAR al Gobierno para incluir estos gastos en el proyecto de presupuesto, 

en especial en lo pertinente al Ministerio de Educación. Desde este argumento, 

debe analizarse y aprobarse la inversión señalada en los artículos 2º y 3º del 

proyecto de ley ya que se ajustan a los criterios anteriormente expuestos.  

 

 

IX. CONFLICTO DE INTERESES 

Teniendo en cuenta el artículo 3° de la Ley 2003 de noviembre de 2019, por la cual 

se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras disposiciones, que 

modifica el artículo 291 de la misma Ley, que establece la obligación al autor del 

proyecto presentar la descripción de las posibles circunstancias o eventos que 

podrán generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, 

siendo estos, criterios guías para que los congresistas tomen una decisión en torno 

a si se encuentran en una causal de impedimento.  

Se estima que el presente proyecto de ley no genera conflictos de interés, puesto 

que no crearía beneficios particulares, actuales y directos a los congresistas, a 

su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo 

grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, conforme a lo 

dispuesto en la ley,  dado que,  la iniciativa en mención  tiene que ver con  asuntos 

de interés nacional, ningún congresista se verá beneficiado directamente,  toda vez 

que su objeto versa sobre  establecer límites al costo educativo del derecho de 

grado como medida para reducir el impacto económico que genera su cobro 

excesivo y la modificación del artículo 122 de la ley 30 de 1992. Como se puede 

entrever aquí los beneficios son erga omnes, lejos de beneficiar a alguien en 

particular.  

 

Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado en sentencia  02830 del 16 de 

julio de 2019: “No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en 

comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es 

directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su 

fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea 

específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren 

relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el momento en que 
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ocurrió la participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos 

contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede 

ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”.9 

 

Así mismo, es oportuno señalar lo que la Ley 5 de 1992 dispone sobre la materia 

en el artículo 286, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019: 10 

 

“Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o 

votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un 

beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.  

 

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 

indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de 

las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 

investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 

encuentre formalmente vinculado.  

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 

presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la 

decisión.  

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 

congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 

dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 

civil.” 

La descripción de los posibles conflictos de interés que se puedan presentar frente 

al trámite del presente proyecto de ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 291 

de la ley 5 de 1992 modificado por la ley 2003 de 2019, no exime al Congresista de 

identificar causales adicionales. 

 

Por otra parte, la ley en mención además de establecer las circunstancias en las 

cuales se presenta los conflictos de interés, prevé las situaciones en las cuales NO 

hay conflictos de interés. [….] 

 

“Cuándo el congresista participe discuta vote proyectos de ley o de acto legislativo 

que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando el interés 

                                            
9 Sentencia del Consejo de Estado 02830 del 16 de julio de 2019.  
10 Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2003_2019.html#1
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del Congresista coincide o se fusione con los intereses de sus electores” 

negrilla fuera del texto original.  

 

Como se evidencia en la anterior normatividad,  la figura del “Conflicto de interés”  

se predica de  una situación en donde su votación y discusión  puede generar 

beneficios  de carácter particular, actual y directo, en favor del Congresista, su 

cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo 

grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, luego no es  dable 

predicar el mismo  frente a una expectativa,  frente a una posibilidad, o situaciones 

que en el momento no existen, tiene que haber certeza de un  beneficio o del 

perjuicio,  tiene que ser un hecho cierto y  no hipotético. 

 

Para el caso de marras tenemos que es una iniciativa de carácter general, que 

busca beneficiar a todos los estudiantes de las instituciones de educación superior 

del país, no se trata de un beneficio particular, único, regionalizado, o centralizado, 

si no que cobija a todas estas instituciones de cualquier orden, sean publicas o 

privadas, por lo que no se generan conflictos de intereses. 

 

 

X.             PLIEGO DE MODIFICACIONES 

Como quiera que se avalaron tres proposiciones para el texto propuesto en primer 

debate ante la Comisión Sexta, presentadas por los Representantes a la Cámara 

MARIA JOSE PIZARRO RODRIGUEZ y WILMER LEAL PEREZ, este texto sufre 

las modificaciones que se exponen a continuación: 

Texto Propuesto Primer 

Debate 

Texto Propuesto Segundo 

Debate 

Justificación 

 

Artículo 1°. El Derecho de 

Grado es un derecho 

inherente al logro académico 

alcanzado, el cual es 

producto de la culminación 

del ciclo de formación. No 

podrá exigirse dentro del 

costo educativo de derecho a 

grado obligaciones 

 

Artículo 1°. El Derecho de 

Grado es un derecho 

inherente al logro 

académico alcanzado, el 

cual es producto de la 

culminación del ciclo de 

formación. No podrá exigirse 

dentro del costo educativo 

de derecho a grado 

 

Sin 

modificaciones 
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pecuniarias para la 

financiación de actos 

ceremoniales. Lo anterior, 

sin perjuicio de la gratuidad 

educativa en las instituciones 

estatales de educación 

preescolar, primaria, 

secundaria y media. 

obligaciones pecuniarias 

para la financiación de actos 

ceremoniales. Lo anterior, 

sin perjuicio de la gratuidad 

educativa en las 

instituciones estatales de 

educación preescolar, 

primaria, secundaria y 

media. 

 

 

Artículo 2°. El artículo 122 

de la Ley 30 de 1992 

quedará así: 

 

Artículo 122. Los derechos 

pecuniarios que pueden 

exigir las instituciones de 

Educación Superior como 

contraprestación al servicio 

educativo son los siguientes: 

a) Derechos de Inscripción; 

b) Derechos de Matrícula; 

c) Derechos por realización 

de exámenes de habilitación, 

supletorios y preparatorios; 

d) Derechos por la 

realización de cursos 

especiales y de educación 

permanente; 

e) Derechos de expedición 

de certificados y constancias; 

f) Derechos 

complementarios; 

g) Derechos de Grado. 

 

 

Artículo 2°. El artículo 122 

de la Ley 30 de 1992 

quedará así: 

 

Artículo 122. Los derechos 

pecuniarios que pueden 

exigir las instituciones de 

Educación Superior como 

contraprestación al servicio 

educativo son los siguientes: 

a) Derechos de Inscripción; 

b) Derechos de Matrícula; 

c) Derechos por realización 

de exámenes de habilitación, 

supletorios y preparatorios; 

d) Derechos por la 

realización de cursos 

especiales y de educación 

permanente; 

e) Derechos de expedición 

de certificados y constancias; 

f) Derechos 

complementarios; 

g) Derechos de Grado. 

 

 

Se avala 

proposición de 

eliminación de 

dos párrafos en el 

parágrafo 1° del 

artículo. 

Asimismo, de una 

modificación 

gramatical en la 

redacción del 

artículo. 
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Parágrafo 1°. Las 

Instituciones de Educación 

Superior legalmente 

aprobadas del sector público 

o privado fijarán el valor de 

todos los derechos 

pecuniarios de que trata este 

artículo.  

 

En el caso del literal E, esto 

es, derechos de expedición 

de certificados y constancias, 

su costo no podrá superar a 

un día de Salario Mínimo 

Legal Mensual Vigente.  

 

Para el literal G, esto es, los 

derechos de grado, el costo 

se establecerá conforme a 

los siguientes criterios: 

 

a) Se exonerará del pago a 

los estudiantes de los 

estratos 1, 2 y 3. 

b) Para los estudiantes del 

estrato 4, 5 y 6 el costo 

no podrá superar el 18% 

del salario mínimo legal 

vigente. 

 

En todo caso, ninguna 

institución de educación 

superior podrá negar el 

grado, dado que este es un 

derecho inherente al logro 

académico de los 

Parágrafo 1°. Las 

Instituciones de Educación 

Superior legalmente 

aprobadas del sector público 

o privado fijarán el valor de 

todos los derechos 

pecuniarios de que trata 

este artículo.  

 

 

 

 

 

 

 

 

Para el literal G, esto es, los 

derechos de grado, el costo 

se establecerá conforme a 

los siguientes criterios: 

 

a) Se exonerará del pago 

a los estudiantes de los 

estratos 1, 2 y 3. 

b) Para los estudiantes del 

estrato 4, 5 y 6 el costo 

no podrá superar el 

18% del salario mínimo 

legal vigente. 
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estudiantes en los diferentes 

programas. 

 

 

De igual manera, aquellos 

destinados a mantener un 

servicio médico asistencial 

para los estudiantes, los 

cuales deberán informarse al 

Instituto Colombiano para el 

Fomento de la Educación 

Superior, ICFES, para 

efectos de la inspección y 

vigilancia, de conformidad 

con la presente ley. En todo 

caso, quienes carezcan de 

capacidad económica para 

sufragar los gastos de 

servicio médico asistencial, 

no se les podrá exigir su 

pago y podrán acceder a los 

servicios. 

 

Parágrafo 2°. En ningún 

caso podrá negarse ni 

posponerse la graduación de 

quien haya cumplido todos 

los requisitos académicos y 

sólo tenga a su cargo 

obligaciones pecuniarias 

para con el centro de 

estudios superiores estatales 

u oficiales, sin perjuicio de 

las garantías civiles a que 

legalmente haya lugar. 

 

 

 

 

 

Las Instituciones de 

Educación Superior 

legalmente aprobadas 

destinadas a mantener un 

servicio médico asistencial 

para los estudiantes, 

deberán informar al Instituto 

Colombiano para el 

Fomento de la Educación 

Superior (Icfes) para efectos 

de la inspección y vigilancia, 

de conformidad con la 

presente ley. En todo caso, 

quienes carezcan de 

capacidad económica para 

sufragar los gastos de 

servicio médico asistencial, 

no se les podrá exigir su 

pago y podrán acceder a los 

servicios.  

 

Parágrafo 2. Ninguna 

Institución de Educación 

Superior podrá negarse ni 

posponerse la graduación 

de quien haya cumplido 

todos los requisitos 

académicos y sólo tenga a 

su cargo obligaciones 

pecuniarias para con el 

centro de estudios 

superiores estatales u 

oficiales, sin perjuicio de las 
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Parágrafo 3º Las 

instituciones de educación 

superior estatales u oficiales 

podrán además de los 

derechos contemplados en 

este artículo, exigir otros 

derechos denominados 

derechos complementarios, 

los cuales no pueden 

exceder medio Salario 

Mínimo Legal Mensual 

Vigente. 

 

garantías civiles a que 

legalmente haya lugar.  

 

Parágrafo 3º Las 

instituciones de educación 

superior estatales u oficiales 

podrán además de los 

derechos contemplados en 

este artículo, exigir otros 

derechos denominados 

derechos complementarios, 

los cuales no pueden 

exceder medio Salario 

Mínimo Legal Mensual 

Vigente.  

 

 

Artículo 3°. Todas las 

Instituciones de Educación 

Superior deberán 

implementar una plataforma 

para que los estudiantes 

puedan acceder y descargar, 

de forma gratuita, a la 

certificación de las prácticas 

laborales desarrolladas 

dentro de su programa 

académico. 

 

  

Se avala 

proposición de 

eliminación del 

artículo por el 

principio de 

unidad de 

materia. 

“Certificaciones 

de las prácticas 

laborales” no 

tiene una relación 

estrecha con los 

derechos de 

grado. 

 

Artículo nuevo Artículo 3°. Autorícese al 

Ministerio de Hacienda para 

que en el cumplimiento de 

los artículos 341 y 345 de la 

Constitución Política de 

Colombia incorpore en el 

Se acoge 

proposición de 

adición de 

artículo nuevo y 

se reemplaza en 

orden numérico 



  

 
 

  

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 
 

presupuesto general de la 

Nación las partidas 

necesarias a fin de llevar a 

cabo las disposiciones que 

se establecen en la presente 

ley. 

 

para autorizar al 

Ministerio de 

Hacienda a 

incorporar 

partidas 

necesarias en el 

presupuesto 

general de la 

Nación, para 

llevar a cabo las 

disposiciones 

que se establecen 

en la presente ley. 

 

Artículo 4°. La presente ley 

rige a partir de su sanción y 

publicación y deroga todas 

las normas que le sean 

contrarias. 

 

Artículo 4°. La presente ley 

rige a partir de su sanción y 

publicación y deroga todas 

las normas que le sean 

contrarias. 
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XI. PROPOSICIÓN 

 

Bajo las consideraciones antes descritas, el suscrito Representante a la Cámara 

designado como ponente, rindo ponencia positiva para segundo debate al 

PROYECTO DE LEY NO. 148 DE 2021 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

REGULAN LOS DERECHOS DE GRADO DE LAS INSTITUCIONES DE 

EDUCACIÓN SUPERIOR Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, y solicito a la 

plenaria de la Cámara de Representantes, dar debate a la presente iniciativa, con 

el texto propuesto que se anexa. 

 

 

De los Honorables Congresistas,  

 

 

 

 

 

  

AQUILEO MEDINA ARTEAGA 

Representante a la Cámara 

Ponente  
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TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 

148 DE 2021 CÁMARA 

 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULAN LOS DERECHOS DE GRADO DE 

LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”. 

EL CONGRESO DE COLOMBIA: 

DECRETA: 

 

Artículo 1°. El Derecho de Grado es un derecho inherente al logro académico 

alcanzado, el cual es producto de la culminación del ciclo de formación. No podrá 

exigirse dentro del costo educativo de derecho a grado obligaciones pecuniarias 

para la financiación de actos ceremoniales. Lo anterior, sin perjuicio de la gratuidad 

educativa en las instituciones estatales de educación preescolar, primaria, 

secundaria y media. 

 

Artículo 2°. El artículo 122 de la Ley 30 de 1992 quedará así: 

 

Artículo 122. Los derechos pecuniarios que pueden exigir las instituciones de 

Educación Superior como contraprestación al servicio educativo son los siguientes: 

 

a) Derechos de Inscripción; 

b) Derechos de Matrícula; 

c) Derechos por realización de exámenes de habilitación, supletorios y 

preparatorios; 

d) Derechos por la realización de cursos especiales y de educación permanente; 

e) Derechos de expedición de certificados y constancias; 

f) Derechos complementarios; 

g) Derechos de Grado. 
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Parágrafo 1°. Las Instituciones de Educación Superior legalmente aprobadas del 

sector público o privado fijarán el valor de todos los derechos pecuniarios de que 

trata este artículo.  

 

Para el literal G, esto es, los derechos de grado, el costo se establecerá conforme 

a los siguientes criterios: 

 

a) Se exonerará del pago a los estudiantes de los estratos 1, 2 y 3. 

b) Para los estudiantes del estrato 4, 5 y 6 el costo no podrá superar el 18% del 

salario mínimo legal vigente. 

 

Las Instituciones de Educación Superior legalmente aprobadas destinadas a 

mantener un servicio médico asistencial para los estudiantes deberán informar al 

Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior (Icfes) para efectos 

de la inspección y vigilancia, de conformidad con la presente ley. En todo caso, 

quienes carezcan de capacidad económica para sufragar los gastos de servicio 

médico asistencial, no se les podrá exigir su pago y podrán acceder a los servicios.  

 

Parágrafo 2. Ninguna Institución de Educación Superior podrá negarse ni 

posponerse la graduación de quien haya cumplido todos los requisitos académicos 

y sólo tenga a su cargo obligaciones pecuniarias para con el centro de estudios 

superiores estatales u oficiales, sin perjuicio de las garantías civiles a que 

legalmente haya lugar.  

 

Parágrafo 3º Las instituciones de educación superior estatales u oficiales podrán 

además de los derechos contemplados en este artículo, exigir otros derechos 

denominados derechos complementarios, los cuales no pueden exceder medio 

Salario Mínimo Legal Mensual Vigente.  

 

Artículo 3°. Autorícese al Ministerio de Hacienda para que en el cumplimiento de 

los artículos 341 y 345 de la Constitución Política de Colombia incorpore en el 

presupuesto general de la Nación las partidas necesarias a fin de llevar a cabo las 

disposiciones que se establecen en la presente ley. 

 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su sanción y publicación y deroga todas 

las normas que le sean contrarias.  
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De los Honorables Congresistas,  

 

 

 

 

  

AQUILEO MEDINA ARTEAGA 

Representante a la Cámara 

Ponente  

 


